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Acta No. 560 del 26 de octubre de 2009.



Expediente 66001-22-13-003-2009-00109-00

Decide esta Sala en primera instancia sobre la acción de tutela instaurada por la señora Andrea del Pilar Toro Serna, quien actúa representada por medio de apoderado judicial, contra el Ministerio de Transporte, a la que se vinculó a la Oficina de Tránsito y Transporte del municipio de Dosquebradas. 

A N T E C E D E N T E S

Se relata en los hechos de la demanda, en resumen, que en el mes de noviembre de 1997, Andrea del Pilar Toro Serna obtuvo su licencia de conducción; la Oficina de Tránsito del municipio de Dosquebradas, mediante la relación de envío No. 190928 del 28 del mismo mes, hizo llegar al Ministerio de Transporte una relación de cuarenta licencias de conducción en la que se incluyó la de la demandante; desde entonces han transcurrido casi doce años sin que el Ministerio se pronuncie al respecto, radicándola en el sistema; en varias oportunidades ha acudido a la oficina municipal vinculada a la actuación para verificar el registro del referido documento y siempre obtiene como respuesta que el Ministerio no se ha pronunciado.

También se expresó que el no registro de la licencia de conducción en esa oficina, en la época en que fue otorgada, le acarrea consecuencias para la expedición de una “recategorizada” y renovada, conservando la antigüedad con el fin de ser homologada en España, país en el que fijará su domicilio y con el que Colombia suscribió convenio para tal efecto, pero que no tiene vigencia en relación con las licencias expedidas después del año 2003.

Considera la accionante vulnerados sus derechos al hábeas data, de locomoción, al trabajo y a la educación y para protegerlos solicita  se ordene al Ministerio demandado que registre o radique en el sistema la licencia de conducción tantas veces referida.

Por auto del pasado 13 de octubre se admitió la demanda, se ordenaron las notificaciones de rigor y se decretaron pruebas.

La Coordinadora del Grupo Operativo en Tránsito Terrestre, Acuático y Férreo del Ministerio de Transporte, al ejercer su derecho de defensa, expresó que esa entidad es un ente normativo y regulador de las políticas de tránsito a nivel nacional; que corresponde a las autoridades municipales expedir las licencias de conducción y por ende, son los competentes para reportar información en relación con esos trámites; que el Ministerio no está facultado para incorporar, corregir o modificar información del Registro Nacional de Conductores y su responsabilidad radica en administrar la base de datos que alimentan los organismos de tránsito del país. Concluye que es la Secretaría Municipal de Tránsito y Transporte de Dosquebradas, Risaralda, la que debe “colocar la información correctamente en el FTP para que el Ministerio pueda procesarla y cargarla en la página web” y por ende, que el Ministerio no ha vulnerado derecho fundamental alguno.

El 20 de octubre último se ordenó vincular a la actuación a la autoridad de tránsito del municipio de Dosquebradas. El término de dos días que se le otorgó para que se pronunciara y acreditara que puso en conocimiento del Ministerio de Transporte la información relativa a la licencia de conducción de la demandante, para que fuera incluida en la página Web de esa cartera, venció en silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S

El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

Uno de los derechos que considera lesionados la accionante es el de hábeas data consagrado en el artículo 15 de la Carta Política, toda vez que no logra obtener la actualización de la información relacionada con su licencia de conducción en la página web del Ministerio de Transporte.

Sobre tal derecho ha dicho la Corte Constitucional: 

“El artículo 15 de la Constitución Política, consagra el derecho al hábeas data, que implica la facultad que tienen todas las personas para conocer, actualizar y rectificar toda aquella información que se relacione con ella y que se recopile o almacene en bancos de datos o en archivos de entidades públicas o privadas. Su núcleo esencial está integrado por el derecho a la autodeterminación informática en general, y por la libertad económica en particular.

“…

“El titular del derecho fundamental al hábeas data goza del derecho a acceder al conocimiento de la información recogida sobre él en bancos de datos o archivos, controlar razonablemente su transmisión, limitar el periodo de tiempo en el que puede conservarse, definir los objetivos para los que puede ser utilizada, actualizar su vigencia o rectificar su contenido. Por su parte, las entidades que recogen información personal están obligadas a ponerla a disposición de sus titulares, a actualizarla y rectificarla, cuando consideren que razonablemente deben hacerlo. 

“…

“En la Sentencia T-729 de 2002, esta corporación estableció que el proceso de administración de datos personales, tanto en su conformación como depuración, está sometido a los principios de libertad, necesidad, veracidad, integridad, finalidad, utilidad, incorporación y caducidad, los cuales implican una obligación general de diligencia en la administración de datos personales y una obligación específica de solventar los perjuicios causados por las posibles fallas en el manejo de los mismos.

“Adicionalmente, la jurisprudencia constitucional ha establecido que el derecho de hábeas data garantiza la inclusión de datos, se trate de bases de datos de la administración o particulares, cuando de dicha inclusión dependa el goce de otros derechos, sean estos fundamentales o no; en otras palabras, esta posibilidad es reconocida como protección para aquellas situaciones en que la omisión injustificada en la inclusión de la información sobre una persona le impide realizar actividades a las que tiene derecho..”
.

En el proceso aparecen acreditados los siguientes hechos:

.- El Ministerio de Transporte expidió a la demandante su licencia de conducción 801124 04159, en el mes de noviembre de 1997. (folio 1).

.- La Oficina de Tránsito de Dosquebradas, en la relación de envío No. 190928 del mismo mes, incluye la licencia de tránsito otorgada a la accionante. (folio 2).

.- Ésta, el 18 de mayo de este año, acudió a las Oficinas de Tránsito del Municipio de Dosquebradas con el fin de indagar si su licencia de conducción expedida en el año de 1997 se encontraba registrada en el informe general del conductor de la página Web del Ministerio de Transporte y como no se halló, procedió aquella entidad “a tomar copia de la relación de envío No. 19098, de la licencia de conducción en comento y de la cédula de ciudadanía a fin de poder tener los soportes para enviar al Ministerio de Transporte cuando éste determine hacer el cargue de licencias históricas lo cual a la fecha no ha sucedido y no se tiene fecha para tal situación”, como lo certificó el Jefe de Licencias de la Secretaría de Tránsito y Movilidad de Dosquebradas. (folio 33).

.- La Secretaría de Tránsito del Municipio de Dosquebradas no había  puesto en conocimiento del Ministerio de Transporte la información relativa a la licencia de conducción de la demandante para efectos de ser procesada y cargada en la página Web, así lo indicó la última entidad al dar respuesta a la demanda y se infiere de la conducta procesal de la primera que requerida para que acreditara que lo hizo, guardó silencio. (Artículo 20 Decreto 2591 de 1991).

En tal forma se impidió a la demandante obtener que se incluyan en la base de datos del Ministerio de Transporte los datos relacionados con la antigüedad de la licencia para conducir, hecho que lesiona sus derechos de petición y de hábeas data y que resultan dignos de protección constitucional.

Empero, el día de hoy se recibió oficio que suscribe la Coordinadora del Grupo Operativo en Tránsito Terrestre y Férreo del Ministerio de Transporte, en el que da cuenta de la activación “en el sitio FTP la información correspondiente a la Licencia (sic) de conducción…  de la señora Sandra Andrea del Pilar Toro Serna”, escrito al que se anexó el documento que acredita la veracidad de esa información
. 

La eficacia de la tutela radica en el deber que tiene el juez constitucional, de encontrar amenazado o lesionado un derecho de aquella categoría, impartir una orden de inmediato cumplimiento orientada a su protección, pero  cuando  la situación de hecho que origina la violación o la amenaza ha sido superada, porque cesa la acción o la omisión de la autoridad o del particular que las produce, como lo ha enseñado en su jurisprudencia la Corte Constitucional, se torna improcedente conceder el amparo, pues no existe un objeto jurídico sobre el cual proveer.

“Esta Corporación ha señalado reiteradamente que la acción de tutela tiene como finalidad velar por la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales (C.P., art. 86). No obstante, cuando la situación de hecho que da origen a la presunta amenaza o vulneración de los derechos invocados desaparece o se encuentra superada, la acción de amparo constitucional pierde su razón de ser como mecanismo preferente, sumario e inmediato de protección judicial, toda vez que la decisión que adopte el juez en el caso concreto resultaría inocua, y a toda luces ajena al objetivo de protección previsto en la Carta Fundamental. 

Puestas de esa manera las cosas y como se acreditó que en el curso del proceso la aspiración primordial de la accionante se satisfizo, se declarará superado el hecho que motivó la solicitud de amparo y se negará la tutela reclamada. (Artículo 26, Decreto 2591 de 1991).

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira,  Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE :

1°. Se niega la tutela reclamada por la señora Andrea del Pilar Toro Serna en la acción que instauró contra el Ministerio de Transporte y a la que fue vinculada la Secretaría de Tránsito y Transportes del municipio de Dosquebradas, por carencia actual de objeto.

 2°.- De no ser impugnado este fallo, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

3°.-  Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 ibídem.

CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




GONZALO FLÓREZ MORENO              




JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 
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�	 Folios 49 y 50, cuaderno No. 1
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